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RESUMEN
México está atravesando una crisis multidi-
mensional; tanto en lo económico, como en 
lo político, moral y social, confronta radicales 
disyuntivas. Para explicar el origen de esta crisis, 
su evolución reciente y sus posibles vías de des-
enlace, en el artículo se analizan las limitaciones 
de la transición mexicana a la democracia, y por 
tanto, las razones de la continuidad institucio-
nal, legal y cultural del viejo régimen. A su vez, 
se estudia la aceleración de la crisis desde el re-
greso del Partido Revolucionario Institucional a 
la presidencia de la república (2012) y el lanza-
miento del proyecto restaurador. Finalmente, 
se presenta la evolución y los retos estratégicos 
de los nuevos movimientos sociales de protesta 
y los posibles derroteros de la actual lucha entre 
la restauración autoritaria y democratización.
ABSTRACT
Mexico is going through a multidimensional 
crisis; in economics as well as in the realms 
of politics, morals and society, it faces radical 
quandaries. To explain the origins of this crisis, 
its recent evolution and its possible outcomes, 
this article analyzes the limitations of the Mexi-
can transition to democracy and, therefore, the 
rationale behind the institutional, legal and cul-
tural continuity of the previous regime. It also 
addresses the acceleration of the crisis since the 
Partido Revolucionario Institucional returned 
to the presidency (2012) and launched a res-
toration project. Finally, the evolution and the 
strategic challenges the new opposing social 
movements face are posed, as well as the direc-
tions the present struggle between authoritarian 
restoration and democratization may take.
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Introducción
La sobrevivencia del viejo régimen en el contexto de una democracia electoral consoli-
dada que atraviesa por una severa crisis económica y de derechos humanos, plantea retos 
analíticos formidables. ¿Cómo es posible que el Partido Revolucionario Institucional (pri) 
conserve el poder no solo político sino cultural, a pesar de tantos problemas cotidianos, 
falta de legitimidad del régimen y una creciente radicalidad de los movimientos sociales?
Desde mediados de 2014, México ha estado presente en las noticias internacionales por 
escándalos mayúsculos derivados de violaciones de derechos humanos y actos de corrup-
ción en las más altas esferas de gobierno. Lo que parecía ser hasta entonces una historia de 
éxito de una tecnocracia conservadora que había logrado completar el ciclo neoliberal en 
México, se convirtió de pronto en un relato de horror, incompetencia y abierto desafío a la 
opinión pública.
México experimenta hoy una crisis política y moral tran grave como la sufrida en 1994/95, 
cuando coincidieron en el tiempo la irrupción del zapatismo, la lucha nacional por la demo-
cracia electoral, varios magnicidios políticos sucesivos y una crisis económica estructural. El 
régimen autoritario logró salir de esa crisis mediante una combinación de acciones desespe-
radas: negociaciones con el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (ezln), una reforma 
electoral (1996) que ulteriormente abrió la puerta a la alternancia en el poder; una profun-
dización del ciclo neoliberal y un drástico arreglo de cuentas al interior del pri.
Veinte años después, México vive el fin de los potenciales estabilizadores de esa pe-
culiar combinación de un tímido ciclo democratizador limitado a la esfera electoral y un 
proyecto neoliberal a medias, que protegió los intereses de toda clase de monopolios, pú-
blicos y privados. En términos económicos, lo único que se ha logrado es un prolongado 
estancamiento y un agravamiento de la desigualdad y la pobreza; en términos políticos, la 
democracia electoral ha agotado sus alcances sin haber conseguido aún la transformación 
del régimen político.
La crisis de 2015 es multidimensional: económica, política, moral y social, con todos los 
frentes comprometidos y atravesando momentos de definición. México confronta radicales 
disyuntivas: la restauración autoritaria o un salto cualitativo hacia la democratización; una 
ruta hacia el crecimiento o el estancamiento indefinido; la construcción de Estado de dere-
cho o la continuidad de la precariedad institucional y la captura del Estado. 
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Para explicar el origen de esta crisis, su evolución reciente y sus posibles vías de desen-
lace, analizamos las limitaciones de la transición mexicana a la democracia, y por tanto, las 
razones de la continuidad institucional, legal y cultural del viejo régimen; en segundo lugar, 
estudiamos la aceleración de la crisis desde el regreso del pri a la presidencia de la república 
y el lanzamiento del proyecto restaurador; en tercer término, presentamos la evolución y los 
retos estratégicos de los nuevos movimientos sociales de protesta y los posibles derroteros 
de la actual lucha entre la restauración autoritaria y la democratización. 
Los límites de la transición
Las elecciones presidenciales de 2012 en México dieron como resultado el regreso del viejo 
partido autoritario, el pri, a la presidencia de la república después de 12 años de gobier-
nos del Partido Acción Nacional (pan); partido conservador que fue el sujeto político de 
la histórica alternancia lograda en el año 2000, cuando por primera vez en más de 70 años 
un candidato de un partido distinto al pri triunfó en las elecciones presidenciales. El largo 
proceso de transición, implicó altos niveles de violencia política y una extraordinaria movili-
zación de la sociedad civil. Entre 1989 y 1994 hubo muchos muertos por conflictos políticos, 
especialmente a cuenta de la izquierda recién unificada en el Partido de la Revolución De-
mocrática (prd), y esta violencia se sumó a la ejercida contra el ezln en 1994. La salida de 
este ciclo se logró en 1996 por medio de un pacto entre las élites políticas que condujo a la 
creación del Instituto Federal Electoral como ente autónomo del gobierno, basado en una 
nueva ley electoral que otorgaba garantías de equidad en la competencia y prometía poner 
fin al fraude electoral el día de las elecciones. Para el pri esta concesión era necesaria para 
terminar con una fase de altísima movilización social extrainstitucional y antisistémica, ar-
ticulada en torno a la solidaridad con el zapatismo. La idea fue canalizar a la vía electoral el 
gigantesco descontento social producido por la crisis de 1995 y la movilización zapatista.1
La transición electoral fue gradualmente completada, lográndose que la competencia 
electoral se consolidara en un contexto de reglas cambiantes pero con alta continuidad ins-
titucional. El instituto electoral federal (ahora nacional) y los estatales fueron las vías 
institucionales que canalizaron la demanda de elecciones libres y justas. Sin embargo, el 
régimen político resultante del proceso dista de ser realmente democrático en cuanto per-
sisten graves déficits en materia de respeto de los derechos de la ciudadanía, transparencia 
y rendición de cuentas, participación ciudadana e incluso de institucionalidad electoral 
efectiva. La transición no transformó los patrones de relación entre el Estado y la sociedad; 
si bien se produjo un cambio político democrático-electoral de trascendencia histórica, se 
1 Véase: Olvera (2003).
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 mantuvo al mismo tiempo una asombrosa continuidad de prácticas y de cultura política en 
el contexto de un debilitamiento del Estado ante los poderes fácticos.2 
Desde el año 2000 (para algunos desde las elecciones de diputados federales de 1997), el 
viejo régimen dejó parcialmente de existir en tanto su soporte central, el presidencialismo 
casi absoluto, perdió su cimiento: el control del Ejecutivo sobre el poder Legislativo. El pri 
y sus aliados perdieron la mayoría en la Cámara de Diputados3 en 1997, y durante los man-
datos presidenciales del pan este partido nunca tuvo mayoría parlamentaria. Sin embargo, 
los principales pactos políticos con los poderes fácticos, así como las leyes e instituciones 
del viejo régimen, continuaron vivos en el nuevo contexto político nacional.
Consumada la transición en un sentido restringido, cabe preguntarse si se puede soste-
ner que México vive en una democracia en vías de consolidación.4 Para contestar la pregunta 
debe partirse de que la transición a la democracia electoral y la consolidación de la misma 
son fases de un proceso mucho mayor: la democratización. Las elecciones libres pueden 
conducir a una verdadera democratización de la vida pública solo si los procesos electo-
rales dan pie a una serie de reformas que construyan instituciones estatales operativas que 
progresivamente garanticen derechos civiles, sociales y culturales para la mayoría, en otras 
palabras, que construyan ciudadanía efectiva.5 La democratización, por tanto, implica la 
construcción de un Estado de derecho, la efectivización de derechos de ciudadanía y el desa-
rrollo de nuevas formas de relación entre el Estado y la sociedad que acoten el clientelismo, 
el corporativismo y otras formas de dependencia colectiva.6
El problema de México fue que la transición a la democracia no estuvo seguida de un 
proceso de democratización. Para empezar, las dos caras de una transición efectiva, a saber, 
la destitución del viejo régimen y la instauración de uno nuevo, no pudieron llevarse a cabo. 
Del lado de la destitución fallida, debe destacarse que no pudo romperse la infraestructura 
legal e institucional del viejo régimen: la Constitución de 1917, en su versión modificada 
por el presidente Salinas (1988-1994), permaneció intocada en sus fundamentos, al igual 
que el resto del edificio legal; además, el pri conservó un poder de veto en ambas  cámaras, 
2 Sobre el concepto de poderes fácticos y su uso en México, véase: Olvera (2012).
3 José Wondelberg y otros cientistas políticos han repetido en múltiples foros que la transición a la democracia se 
consumó en tanto el pri ha perdido la presidencia (Wondelberg, 2012). En un concepto restringido de transición como 
celebración de elecciones con resultados inciertos, la hipótesis es correcta. En un concepto más exigente, cercano 
a la noción de democratización (Withehead, 2011) como proceso de construcción simultánea de un Estado y una 
ciudadanía democráticas, debe resaltarse el gigantesco déficit del proceso y el alto grado de continuidad sistémica del 
viejo régimen. Véase: Olvera (2010a y 2010b).
4 Hagopian y Mainwaring (1987) propusieron años atrás distinguir entre el establecimiento de un gobierno democrá-
tico (resultado de la transición) y la consolidación de un régimen democrático. Este es un concepto más exigente que 
implica el desarrollo de un proceso de democratización.
5 La centralidad de la ciudadanía en la construcción democrática es una idea fuerza del último O’Donnell. Véase: 
pnud (2004). Para una aplicación crítica al caso de México, véase: Olvera (2014) y Dagnino, Olvera y Panfichi (2006).
6 Para un desarrollo de esta idea, véase: Tilly (2010).
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y la mayoría de las gubernaturas y presidencias municipales. Más aún, las estructuras cor-
porativas priístas en el mundo sindical y campesino sobrevivieron a la derrota electoral. 
En suma, el viejo régimen sobrevivió como institución y como cultura en la sociedad y en 
la política. Esta continuidad sustantiva fue facilitada por la incapacidad política de los par-
tidos de oposición histórica al pri de pactar los términos de la reforma radical del viejo 
régimen. El Partido Acción Nacional <la derecha histórica< y el partido de la izquierda po-
lítica <el Partido de la Revolución Democrática< tenían visiones muy distintas del futuro. 
Por tanto, no podía siquiera imaginarse la instauración de un nuevo régimen, puesto que 
los sujetos políticos democráticos del momento carecían de un verdadero proyecto alter-
nativo que orientara sus actos.
El régimen autoritario logró sobrevivir en el período de la democracia electoral. En pri-
mer término, y a pesar de las múltiples reformas constitucionales llevadas a cabo por los 
gobiernos panistas durante los años 2001-2011, el orden esencial se mantuvo intocado: 
a) El modelo de federalismo impulsado por el pan y el pri radicalizó la irresponsabili-
dad de los gobernadores y el autoritarismo subnacional, pues centralizó los ingresos 
fiscales y descentralizó el gasto sin mediar controles efectivos (centralización fiscal, 
descentralización del gasto sin rendición de cuentas); 
b) La división de poderes permaneció inoperante, pues el Legislativo mantuvo su ca-
rácter diletante y subordinado al Ejecutivo y a los partidos (la Cámara de Diputados 
tiene un corto ciclo de vida de tres años sin reelección, lo que impide su profesio-
nalización y hace depender la carrera de los políticos de sus partidos y no de sus 
electores); el poder Judicial ha seguido dependiendo del poder Ejecutivo en los es-
tados debido a que no se refundaron los Tribunales Superiores de Justicia, y solo a 
nivel federal se reformó la Suprema Corte de Justicia, sin que el proceso haya termi-
nado; sumado a lo anterior, la procuración de justicia sigue en el ámbito del poder 
Ejecutivo, sin autonomía política y sin recursos para renovarse; 
c) Los tres niveles de gobierno (federal, estatal y municipal) son estructuralmente co-
rruptos e ineficaces debido a la falta de un verdadero servicio profesional de carrera, 
a la partidización del servicio público y a la falta casi absoluta de sistemas operati-
vos de rendición de cuentas.7
En segundo lugar, los nuevos gobiernos panistas no pudieron controlar a los poderes fácticos. 
Los privados (los casi monopolios de Televisa, Telmex, Grupo México, etcétera) mantuvie-
ron su control privilegiado de los mercados estratégicos e impidieron cualquier regulación 
significativa sobre sus actividades y el desarrollo de una verdadera competencia a sus ne-
gocios. Los públicos (los sindicatos corporativos de la educación <Sindicato  Nacional de 
7 Véase: Olvera (2011).
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Trabajadores de la Educación, snte<, y de la industria petrolera <Sindicato de Trabajadores 
Petroleros de la República Mexicana, stprm<, etcétera, y los intereses creados en las redes 
de contratismo en Petróleos Mexicanos <pemex< y el sector público en general), tampoco 
fueron tocados, pues los gobiernos panistas carecían del poder suficiente para cambiar las 
relaciones laborales y atacar el poder de las mafias sindicales. Esta incapacidad impidió la 
reforma de la educación, totalmente controlada por el sindicato, y de las empresas estata-
les pemex y la Comisión Federal de Electricidad (cfe), las más grandes del país, las cuales 
eran y son altamente improductivas y están penetradas por una corrupción sistémica. 
Tampoco pudieron impedir la persistencia de pactos entre políticos y empresarios locales, 
sindicatos mafiosos y poderes caciquiles regionales (Olvera, 2011). A su vez, se consolidó 
un nuevo poder fáctico, el del crimen organizado, que adquirió un poder económico y po-
lítico nunca antes visto.8
En tercer lugar, el sistema electoral se volvió autorreferente y cerrado debido a las leyes 
y regulaciones establecidas, convirtiendo a los partidos en entidades ajenas y separadas de 
la sociedad, que no rinden cuentas a nadie, monopolizan la designación de candidatos a 
puestos de elección popular y son controlados por grupos mafiosos, verdaderas cofradías 
oportunistas. La centralidad de los medios de comunicación y las necesidades del trabajo 
clientelar territorial han elevado el costo de las campañas y colocado a los políticos a mer-
ced de los poderes fácticos, dadas sus necesidades ingentes de financiamiento.9
El único gran cambio político, de trascendencia inmensa, fue la pérdida de centrali-
dad de la presidencia de la república, eje articulador del viejo régimen, lo que condujo a la 
fragmentación del poder del Estado, que a su vez se expresó en incapacidad para operar las 
políticas públicas, corrupción rampante, ineficiencia mayúscula en la gestión de las empre-
sas públicas, e incapacidad para combatir al crimen organizado.
La minimización de los efectos transformadores de la democracia electoral en México 
fue facilitada por la completa ausencia de perspectiva estratégica del pan y el prd y por su 
falta de principios y proyectos políticos alternativos. Estos partidos permitieron que el pri 
consolidara, desde el Congreso, un modelo de federalismo que trasladó enormes recursos 
y poder real de decisión en varios campos de la política pública a los gobernadores, sin co-
rrelato alguno con la rendición de cuentas. Mientras el poder central estaba acotado por el 
gobierno dividido, dado que el Ejecutivo no controlaba al Legislativo federal, los poderes 
locales carecían de límites efectivos, pues los gobernadores lograron dominar por completo 
sus congresos. El pri reconstruyó de la periferia al centro su poder sin que el pan y el prd 
opusieran resistencia, pues el oportunismo negociador con el que se condujo el pan en sus 
tratos con los gobernadores y líderes parlamentarios priístas condujo al colapso  moral y 
8 Véanse: Valdez (2013); Flores Pérez (2013).
9 Véase: Espinoza y Monsiváis (2012).
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 organizativo del otrora partido democrático, convirtiéndolo en una mera formación facciosa, 
distribuidora de cargos y prebendas. El prd hizo lo propio en el contexto de su autodestruc-
ción organizativa y moral en el ejercicio del poder en la Ciudad de México, Baja California 
Sur, Michoacán y Guerrero. Ni el pan ni el prd pudieron acreditar <desde el ejercicio de 
gobierno< que podían realizar innovaciones democráticas, lograr la participación de la ciu-
dadanía y controlar los poderes fácticos locales; al contrario, sucumbieron a ellos.
Si en el campo de la política profesional se vivió un retroceso cultural y moral, en el campo 
de la sociedad civil se experimentó una gran confusión política y una sensible mengua de 
la visibilidad pública de sus principales organizaciones y movimientos. La transición llevó 
a la mayoría de los líderes de la sociedad civil organizada a intentar cooperar con los nue-
vos gobiernos democráticos, sin encontrar nunca mecanismos representativos e incluyentes 
con capacidad de influencia política efectiva. Si bien se amplió el campo de la política y del 
debate público, lo cierto es que el poder de influencia de una sociedad civil heterogénea y 
plural <con escasa densidad organizativa y social< fue poco significativo.10
El pan no pudo gobernar de una manera distinta a la del pri. Entre los años 2000 y 2012 
los presidentes Vicente Fox y Felipe Calderón se enfrentaron a los límites estructurales 
antes mencionados y añadieron sus propias limitaciones políticas al proceso de gober-
nanza. La única adición significativa del gobierno de Fox a la transición fue la aprobación 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y la 
creación del Instituto Federal de Acceso a la Información Pública Gubernamental (ifai), ya 
 logradas previamente en algunos estados del país.11 Los logros de Felipe Calderón en mate-
ria de derechos de ciudadanía se produjeron al final de su mandato y no ha habido tiempo 
de institucionalizarlos aún: la reforma penal <pactada por los tres poderes de la unión y 
por los tres niveles de gobierno en 2008< ha tratado de reconstruir el colapsado y corrupto 
sistema de administración e impartición de justicia;12 la reforma constitucional en mate-
ria de derechos humanos de 2011 ha modernizado el lenguaje de los derechos y creado la 
base constitucional para su efectiva protección y generalización, sin que este logro se haya 
traducido en instituciones operativas ni prácticas de gobierno diferentes; y la reforma de la 
ley de amparo de 2012, que abre las puertas a una efectiva judicialización de los derechos 
de ciudadanía; sin embargo, sus potenciales democráticos permanecen todavía en el papel.
La herencia más trágica del gobierno de Felipe Calderón fue la estela de violencia cri-
minal que dejó su “guerra contra el narcotráfico”. Cerca de 20 000 desparecidos y más de 
100 000 muertos fue el precio pagado por la sociedad por una estrategia fallida y por la 
10 Véanse: Álvarez (2002); Olvera (2003) y Olvera (2012b).
11 Véase: Olvera (2010).
12 A la fecha, solo tres estados han implementado la reforma, otros nueve muestran avances parciales y los demás 
se encuentran aún en una fase inicial. El plazo que se autoconcedieron el gobierno federal y el de los estados para 
implantar la reforma, vence en 2016. 
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 emergencia del poder del crimen, que invadió todas las esferas de la sociedad. La ofen-
siva militar y policíaca del gobierno contra ese poder se hizo sin crear al mismo tiempo las 
estructuras de investigación criminal, de acceso a la justicia y de atención a víctimas que de-
bieron ser parte de una estrategia integral de confrontación. Las limitaciones estructurales 
del Estado mexicano se hicieron trasparentes: la corrupción como cultura facilitó la colo-
nización criminal de las estructuras del Estado; la debilidad de las instituciones de justicia 
y del poder judicial <condición de existencia del régimen autoritario<, facilitó la impuni-
dad de casi todos los crímenes.13 
Sumado a lo anterior, los gobiernos federales panistas propiciaron por diversas vías la 
reversión de los escasos logros de la transición. Se generalizaron las prácticas, instituciones 
y cultura política priístas a toda la clase gobernante.
El regreso del pri y el nuevo proyecto restaurador
La candidatura de Enrique Peña Nieto fue un producto político lenta y cuidadosamente 
construido, no solo en el campo mediático <por medio de una presencia casi constante en 
los medios y el conveniente matrimonio con una actriz de televisión<, sino también con 
alianzas con los nuevos gobernadores priístas en todo el país, cuyas campañas Peña Nieto 
contribuyó a financiar generosamente.
Hacia fines del 2011 el triunfo de Peña Nieto en las elecciones presidenciales era casi 
seguro, dado el degaste e ineficacia del gobierno panista, la debilidad de su candidata pre-
sidencial, Josefina Vázquez Mota, y la posible división de las fuerzas de izquierda ante dos 
candidaturas viables: la del jefe de gobierno de la Ciudad de México, Marcelo Ebrard, quien 
gozaba de una imagen de izquierda moderna, y Andrés Manuel López Obrador, el líder po-
lémicamente vencido en las elecciones presidenciales de 2006. El triunfo de López Obrador 
en unas peculiares elecciones primarias de la izquierda en el otoño de 2011, mediante en-
cuesta popular, fortaleció la posibilidades de Peña Nieto, dado el degaste político del viejo 
líder y su falta de credibilidad entre el electorado de clase media.
El grupo de Peña Nieto decidió apostar por una victoria arrasadora que le garantizara al 
pri la mayoría absoluta en las cámaras de senadores y diputados, de tal forma que el nuevo 
presidente pudiese realizar todas las reformas que considerara pertinentes sin verse some-
tido a negociaciones costosas. El pri desarrolló una impresionante campaña electoral durante 
la cual se realizó un gasto desorbitante y absurdo,14 que incluyó el financiamiento masivo 
y el apoyo logístico integral de los gobiernos estatales priístas. Los aparatos  completos de 
13 Durante el gobierno de Peña Nieto se han magnificado estas tendencias.
14 Véase: Aziz Nassif (2013) para una valoración exhaustiva de las condiciones de las campañas electorales en 2012.
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 gobierno se tornaron en operadores electorales con territorios y metas de votación claramente 
asignadas. La inversión realizada por esta vía fue incuantificable. La legislación electoral 
entonces vigente carecía de prescripciones para vigilar este tipo de gastos, cuya absoluta im-
punidad solo es explicable por la más completa ausencia de mecanismos de rendición de 
cuentas y la complicidad de los congresos estatales y sus respectivos órganos de auditoría.15
Durante la campaña, una visita del candidato Peña Nieto a la Universidad Iberoamericana 
cambió la percepción pública y generó un movimiento social, en reacción a la manipulación 
mediática de la protesta de los estudiantes ante el candidato. La protesta estudiantil rápida y 
sorpresivamente se extendió a otras universidades, públicas y privadas de todo el país, con 
especial fuerza en la Ciudad de México y Guadalajara, surgiendo el movimiento #YoSoy132.
Movimiento histórico a pesar de su brevedad, pues fue un movimiento universitario ver-
daderamente nacional, pues tuvo presencia en por lo menos 50 ciudades de México. Esta 
protesta se canalizó contra el candidato del pri, pero también contra la opresión que sufren 
los mexicanos por parte de los medios de comunicación privados.16 La crítica del movi-
miento a la oligopolización de la televisión, en la que solo dos cadenas nacionales acaparan 
92% del mercado, y a la pobreza informativa y analítica de los demás medios, fue una con-
tribución extraordinaria a la agenda de una democratización del espacio público.17
El pri no alcanzó la mayoría parlamentaria en las elecciones de 2012, lo cual obligó a 
Peña Nieto a cambiar radicalmente su estrategia. Dado que sus promesas de campaña, cen-
tradas en grandes reformas económicas, exigían cambios constitucionales, el riesgo de veto 
por el pan y/o por el prd se actualizó y hacía temer el regreso a la situación de parálisis 
política que el propio Peña había propiciado en los últimos años al torpedear todas las ini-
ciativas de Calderón. Era necesario imaginar otro método de gobernabilidad parlamentaria.
La decisión de López Obrador de construir su propio partido (Movimiento de Regene-
ración Nacional, morena), al margen de su vieja coalición de izquierda, dejó suelto al prd, al 
tiempo que el expresidente Calderón fracasó en su intento de controlar al pan al término 
de su gobierno. Estos fueron factores favorables a la negociación entre el grupo de Peña 
Nieto y las dirigencias del pan y el prd. La agenda política resultante fue una especie de sín-
tesis de un programa de gobierno, que implicaba la construcción de un presidencialismo 
de coalición, que aseguraría la aprobación de un amplio paquete de reformas legales, ins-
titucionales y de políticas públicas. La lista estaba conformada por casi cien acuerdos de 
importancia diversa, pero sin duda ambiciosos, incluyendo las reformas faltantes del ciclo 
neoliberal (fiscal, energética, regulatoria), pero también una amplia gama de reformas del 
15 Para una explicación de las condiciones que han propiciado el empoderamiento de los gobernadores, véase: Olvera 
(2012). Sobre el caso de Veracruz, como ejemplo, véase: Olvera, Zavaleta y Andrade (2012), Vol. 3.
16 Para un análisis a fondo de este movimiento, véase: Alonso (2013). 
17 El movimiento #YoSoy132 experimentó un rápido desgaste político, especialmente de su militancia no profesional, 
es decir, de los jóvenes que se incorporaron al movimiento como su primera experiencia política.
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Estado necesarias para la consolidación de una democracia operativa (nuevo órgano anti-
corrupción, nueva reforma electoral, implementación de la reforma penal, empoderamiento 
del órgano garante de la transparencia, etcétera).18 Tal fue el contenido del Pacto por México.
El pacto dejó de lado a los gobernadores y a todos los actores de la sociedad civil; fue 
un acuerdo solo de la alta élite gubernamental y partidaria, totalmente a espaldas de la so-
ciedad. Del lado del gobierno el cálculo fue que el éxito de las reformas compensaría sus 
costos simbólicos y sociales y le daría legitimidad post factum. Del lado de los dirigentes 
del pan y del prd, la apuesta fue que las reformas democráticas acordadas acotarían el po-
der del gobierno y abrirían las puertas a una competencia política más equilibrada, lo que 
legitimaría su decisión de pactar. Tales resultados están aún pendientes.
Lo cierto es que el retraso de la implementación del pacto en 2013 llevó a que las refor-
mas consideradas centrales para el gobierno <inversión privada en energía y regulación de 
los monopolios telefónico y televisivo< se trasladaran a la primera mitad del año 2014. Las 
reformas democráticas relevantes <órgano anticorrupción, nueva legislación en  materia 
de trasparencia< fueron aprobadas apenas en el primer tercio del 2015, lo cual refleja las 
prioridades de la clase política. En esta materia, solo se aprobó en 2014 una reforma polí-
tica centralizadora de los procesos electorales con nuevos candados al gasto, cuyos efectos 
pronto se podrán analizar. Por lo demás, ninguna de las reformas centrales ha sido totalmente 
llevada a la práctica a falta de una legislación secundaria o de la creación de instituciones 
apropiadas.
El gobierno de Peña Nieto ha impulsado un proyecto reformista con profundo sentido 
conservador. Su diagnóstico es que el capitalismo mexicano debe salir de su modelo mono-
pólico y todavía estadocéntrico para tener viabilidad a largo plazo, sobre todo después de 30 
años de estancamiento. En los últimos 20 años, el país ha crecido a tasas de sólo 2% anual, 
con un producto interno bruto per cápita casi inmóvil. En lo que va del siglo xxi, México 
es el único país latinoamericano que no ha crecido, razón por la cual la pobreza ha aumen-
tado. Este grupo de tecnócratas sabe también que es necesario un gobierno más eficiente 
y relativamente menos corrupto para crecer, y la única vía que han encontrado es recen-
tralizar el gasto en el gobierno federal, quitándole espacio discrecional a los gobernadores 
y alcaldes. En el mismo sentido, va la creación de múltiples órganos autónomos en última 
instancia controlados desde el Ejecutivo. La recentralización trae de regreso, casi inevita-
blemente, el presidencialismo sin contrapesos.
El interés casi único del nuevo gobierno federal ha sido pasar las reformas necesarias 
para concluir el ciclo neoliberal, con la esperanza de atraer inversión extranjera <sobre todo 
en el área de la energía< así como aquéllas que se requieran para el control  gubernamental 
18 Una lista completa de la agenda y los acuerdos del Pacto por México puede consultarse en: <www.pactopormexico.
org>.
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sobre los poderes fácticos más poderosos que retan la soberanía del Estado: sindicatos cor-
porativos (snte y stprm) y empresas monopólicas. Aspira también, de manera precaria, a 
recuperar el control del territorio en vastas zonas del país que hoy están en manos del cri-
men organizado.
Mientras tanto, en los estados del país el autoritarismo se ha reconstruido o bien nunca 
terminó de irse. La involución autoritaria de la política subnacional es un dato correlacio-
nado con el empoderamiento de los gobernadores en el ciclo de transición (Méndez y Loza, 
2013). Este proceso se ha acompañado de una degradación de la vida pública local y, en 
los casos más graves, de una casi completa desintegración del propio Estado. Tales son los 
casos de Michoacán, Tamaulipas y Guerrero. La ingobernabilidad en esos tres estados se 
asocia al empoderamiento del crimen organizado y a la colonización de los gobiernos es-
tatales y municipales por parte de estas fuerzas delincuenciales.
El proyecto de restauración del presidencialismo autoritario no es viable en ausencia de 
una verdadera reconstrucción del Estado. Es la profunda degradación del Estado en todas 
sus instancias y niveles, pero especialmente en el ámbito subnacional, lo que bloquea el de-
sarrollo del país y lo coloca en una crisis de gobernabilidad en al menos algunas regiones.
A la luz de estos proyectos y de estos procesos es que debe leerse la reciente crisis política 
abierta por la ejecución extrajudicial por parte del ejército de 22 delincuentes en Tlatlaya 
el 30 de junio de 2014; la tragedia de la desaparición forzada de 43 estudiantes normalistas 
y el asesinato de otros 6 en Iguala el 26 de septiembre de 2014; la ejecución extrajudicial de 
16 personas en Apatzingán, Mihoacán, el 16 de enero de 2015; el estallido de escándalos 
de corrupción por colusión de intereses en octubre de 2014 que involucran al presidente 
y su entorno (la compra de casas de lujo con la “ayuda” de la principal empresa construc-
tura del Estado de México).
La masacre de Tlatlaya quiso ser ocultada y hasta la fecha todo el aparato de Estado 
trabaja para limitar los daños al prestigio del ejército y borrar las huellas de la ejecución ex-
trajudicial como política de Estado en la lucha contra el crimen organizado. La incapacidad 
para resolver el caso de los 43 estudiantes desaparecidos en Iguala es tan solo la manifesta-
ción radical de las limitaciones del Estado mexicano, tanto en el terreno legal/institucional 
como político. La Procuraduría General de la República no ha podido localizar los cuerpos 
de los estudiantes ni construir un caso creíble contra los culpables materiales e intelectuales 
del crimen. El gobierno no ha reconocido las responsabilidades que por omisión le corres-
ponden a la policía federal, al ejército y a las propias instituciones de justicia. En el caso de 
Apatzingán se encarga a la policía federal que se investigue a sí misma. La gravedad de es-
tas y otras muchas violaciones a los derechos humanos exigirá más temprano que tarde la 
creación de una Comisión de la Verdad que aclare la responsabilidad del Estado en estos crí-
menes y promueva la reparación del daño y el castigo a los responsables. En los  escándalos 
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de las casas del Presidente y de los secretarios de Hacienda y Gobernación la única estrate-
gia ha sido la negación de un patente conflicto de interés.
Todos estos factores señalan la precariedad del proyecto de profundización neolibe-
ral y de restauración del presidencialismo impulsado por el régimen. Siguiendo el camino 
que marcó 25 años atrás el presidente Salinas, se quiere, al mismo tiempo, modernizar la 
economía y preservar el régimen autoritario. Hoy como entonces, esa combinación se de-
mostrará imposible. 
Los movimientos sociales y el futuro de la democracia
Numerosos movimientos sociales, algunos de oposición radical, emergieron en los últi-
mos diez años, pero los más importantes sufrieron significativas derrotas (casi todos en el 
2006), por el desgaste interno o por la represión estatal. Tal fue el caso del movimiento za-
patista, que después del cenit de su poder en 2001 se fue apagando; el movimiento popular 
de Oaxaca, y el de los pobladores de Atenco, que se opusieron a la construcción de un nuevo 
aeropuerto para la ciudad de México.19 Por otra parte, surgieron múltiples movimientos 
dispersos por todo el país desde el campo de la conflictividad por motivos ecológicos o de 
resistencia a megaproyectos mineros, por la defensa de los derechos humanos, y en solida-
ridad con las familias de los miles de desaparecidos y muertos en la absurda guerra contra 
el narcotráfico que impulsó el gobierno de Calderón.20 Emergieron también en casi todo el 
país movimientos a favor de los derechos de las mujeres, jóvenes y pueblos indígenas; otros 
que defienden los espacios públicos de diversas maneras, desde la protección del patrimo-
nio histórico de las ciudades y los pueblos, hasta movimientos de bicicleteros en las grandes 
ciudades; movimientos de artistas que reclaman espacios de expresión, así como múltiples 
movimientos juveniles reclamando bienes culturales y acceso a la educación pública, y aun 
otros que han tendido a la radicalización dentro de una lógica anarquista.
Visto el panorama en su conjunto, podemos decir que la sociedad civil mexicana ha vivido 
en el nuevo siglo una fase de alta movilización, caracterizada por la dispersión organizativa 
y la falta de unidad política. Los sectores populares de la sociedad civil han permanecido, 
en gran medida, bajo el control corporativo o sometidos a la lógica clientelar. A su vez, las 
élites empresariales acentuaron su fragmentación organizativa, su pluralidad política y su 
19 Véase: Olvera (2007).
20 Diversas redes de activistas ambientales y pueblos en resistencia contra megaproyectos se han formado; el Mo-
vimiento por la Paz, la Justicia y la Dignidad (2011) ejemplifica bien la lucha de las víctimas de la violencia; las redes 
feministas y los colectivos de defensa de los derechos indígenas destacan también en el escenario de la sociedad civil 
movilizada.
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clásico recurso al privatismo como cultura. Ese contexto explica el menor papel jugado por 
los actores civiles en los procesos políticos.
En la coyuntura abierta por el nuevo gobierno del pri, se ha producido una radicaliza-
ción de los movimientos populares. En el 2013, la aprobación de una “reforma educativa” 
<en realidad se trata de una reforma laboral en la educación básica< dio lugar a una gran 
movilización nacional de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (cnte), 
la disidencia del sindicato magisterial.21 La reforma ha sido implantada de manera gradual, 
y la resistencia se ha desgastado <si bien puede reemerger en cualquier momento< y con-
centrado en Oaxaca y partes de Guerrero, Chiapas y Michoacán.
La masacre de Iguala dió pie a la emergencia de dos tipos de movimientos sociales en 
2014: el de los padres de las víctimas <que ha nucleado a la disidencia del sindicato ma-
gisterial de Guerrero (Coordinadora Estatal de Trabajadores de la Educación de Guerrero, 
ceteg) y a buena parte de las organizaciones de base popular de ese estado<; y un hetero-
géneo movimiento nacional de solidaridad con las víctimas y de rechazo a la impunidad 
política. Entre octubre y diciembre de 2014 este movimiento solidario se extendió por todo 
el país y sus dimensiones superaron a las del movimiento #YoSoy132 de 2012 y al Movi-
miento por la Paz, la Justicia y Dignidad de 2011. Sin embargo, ambos movimientos han 
sufrido un serio repliegue durante el año 2015.
El movimiento popular en Guerrero tiene el reto y la posibilidad de evitar su aislamiento 
y tratar de construir un amplio frente societario en favor de la transformación política de 
México. Sin embargo, las tendencias internas que consideraron necesario continuar la 
acción directa <impidiendo las elecciones federales de diputados de junio del 2015, y blo-
queando el funcionamiento normal de las instituciones del gobierno estatal< han aislado 
al movimiento incluso dentro del estado de Guerrero. El objetivo de estas tendencias an-
tisistémicas, que era generar condiciones de ingobernabilidad local, que después deberían 
extenderse a otros estados <al menos Oaxaca y Chiapas< no fue alcanzado, puesto que las 
elecciones del 7 de junio de 2015 se celebraron en todo el país.
Por otra parte, destacados activistas sociales lanzaron un movimiento en favor de la anu-
lación del voto en las elecciones federales y locales de 2015, dado el desprestigio de todos 
los partidos y la falta de confianza en el órgano electoral (Instituto Nacional Electoral). Esta 
posición, que coincidía con el espíritu del movimiento antisistémico, apuntaba a acentuar 
la vía antipolítica de la resistencia. En la práctica, esta iniciativa fracasó también, pues 47% 
del padrón electoral votó, una cifra 6 puntos superior al promedio histórico de las eleccio-
nes intermedias, y el porcentaje de votos nulos fue de 5%, cercano al normal. Ciertamente, 
la abstención de más de la mitad de los ciudadanos indica la persistencia de una profunda 
21 Véase: Hevia (2015).
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desconfianza hacia los partidos políticos, que en esta ocasión se extendió incluso al órgano 
electoral.
Lamentablemente, las elecciones de junio de 2015 de diputados federales, 9 gobernado-
res y cientos de alcaldes y diputados locales en 11 estados mantuvieron, en lo esencial, el 
status quo. Los resultados significaron un triunfo relativo para el pri, lo cual favorece la pro-
fundización de la restauración autoritaria. Ciertamente, también emergieron alternativas 
independientes que señalan potenciales caminos de democratización futura. Por ahora, el 
pri y sus partidos aliados lograron mantener la mayoría en la cámara de diputados  federal 
y triunfaron en 5 de las 9 elecciones de gobernadores, a pesar de la agudización de la vio-
lencia política y de diversos conflictos políticos y sociales, que llevaron a poner en duda la 
realización misma de las elecciones en un par de estados. El gobierno logró controlar a los 
sectores radicalizados del movimiento social, apuntándose así otra victoria, que le permi-
tirá recuperar la iniciativa política.
En el corto plazo, el régimen se ve favorecido por el ambiente de confusión política y la 
ausencia de líderes visibles en la sociedad civil. Hay una enorme movilización de protesta y 
han emergido múltiples iniciativas para salir de la crisis, pero no existe un liderazgo capaz 
de unificar la diversidad de opciones políticas existentes en el seno de la sociedad civil, ella 
misma plural y heterogénea. Este vacío político favorece un escenario en el cual el pri más 
conservador pretenderá asirse al poder sin cambiar nada, esperando que el propio movi-
miento social se desgaste en un contexto de represión selectiva, al igual que en el año 2006.
Para evitar este desenlace se requeriría la construcción de nuevas formas de vinculación 
entre movimientos sociales y actores políticos. Esto implicaría un acercamiento entre López 
Obrador y los dirigentes sociales, no para repartir puestos, sino para consensuar agendas 
para la construcción de un Estado democrático de derecho. Esta alianza es poco viable en 
un contexto en el cual, por un lado, el movimiento antisistémico apuesta al colapso del go-
bierno a través de una especie de insurrección popular que buscaría crear micropoderes 
autónomos, mientras que, por otro lado, Lopez Obrador piensa que no es necesario trans-
formar las instituciones, sino simplemente tener “buenas personas” a cargo del gobierno, y 
no ha buscado acercarse a los movimientos sociales, repitiendo su error de 2006.
La alternativa de un sector de activistas sociales, que provienen de la izquierda católica, 
encabezado por el obispo Raúl Vera, es la convocatoria a refundar la nación mediante una 
asamblea constituyente popular desde abajo, no mediada por los partidos.22 Esta estrate-
gia apunta correctamente a la necesidad de refundar el Estado con base en una nueva ley 
 fundamental. Pero esta es una tarea de mediano plazo cuya realización requiere inevita-
blemente de mediaciones institucionales. La definición de una nueva Constitución es un 
proceso que debe ser sancionado por leyes e instituciones. En este terreno, podría plan-
22 Véase: <http://constituyenteciudadana.org/>.
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tearse un pacto entre los movimientos sociales y algún partido político: un compromiso 
para convocar a una asamblea constituyente en un mediano plazo, de tal forma que haya 
tiempo para que se desarrollen los debates, se generen los consensos y se cree la organiza-
ción social necesaria para impulsar el proceso.
Imaginar este escenario parece ser demasiado en las circunstancias actuales, pero de no 
apostarse por un proyecto de esta naturaleza, lo más probable sería una nueva derrota del 
movimiento social antisistémico y un avance sustantivo de la restauración autoritaria. El pri 
tiene frente a sí una oposición fragmentada y dividida, un conjunto de movimientos sociales 
desgastados y una sociedad civil dispersa y desorganizada. La restauración autoritaria por 
la vía del fortalecimiento del presidencialismo se prefigura claramente en el horizonte, y si 
bien la sociedad ha mostrado signos de resistencia y se ha anotado pequeños triunfos en las 
principales ciudades del país por medio de candidatos independientes, esto no es suficiente 
para contrarrestar las tendencias regresivas. Mientras no haya opciones creíbles para la po-
blación, el pri puede mantener su hegemonía en medio de la fragmentación política y social.
Hacia el año 2018, las perspectivas son por ahora poco felices. O se perpetúa al régi-
men o emerge un populismo personalizado en ausencia de instituciones, de una sociedad 
civil organizada y de partidos creíbles. Solo la consolidación de movimientos sociales ar-
ticulados en torno a un proyecto de transformación del Estado mexicano en un verdadero 
Estado de derecho puede evitar este doble desenlace. 
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